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Resumen. Este trabajo analiza la relación entre las percepciones de la distribución de la riqueza y el poder, las formas en que los latinoamericanos prefieren participar, así como la manera en que proyectan soluciones a la desigualdad en el marco de la democracia. Distinguimos fuertes contradicciones que complejizan el análisis de la desigualdad social en contextos democráticos. Por ejemplo, los latinoamericanos conciben injusta la distribución de la riqueza, pero consideran que la desigualad es un incentivo necesario para alcanzar igualdad. Asimismo, identifican como altamente conflictiva la relación entre ricos y pobres y sin embargo, ésta no figura entre las principales causas de la desigualdad. Por otra parte, aunque la desigualdad disminuyó no atrajo mayor participación política. En contraste, el apoyo a la democracia creció porque se valoran formas de participación política relacionadas con la vida cotidiana. El desplazamiento de la política formal hacia esos espacios es producto de la desconfianza en las instituciones de gobierno, y también a que los problemas distributivos  son retirados de la agenda política por los poderes fácticos. En síntesis, las orientaciones democráticas de los latinoamericanos y sus aspiraciones de igualdad social, contrastan con la manera en que perciben a la desigualdad. De ahí la importancia que adquiere integrar al estudio de la desigualdad, sus componentes culturales y su articulación con  la cultura política. Las dimensiones culturales de la desigualdad y la democracia no sólo dan cuenta de la experiencia simbólica de los individuos, sino de la manera en que se entrelazan dichas experiencias con procesos sociales de mayor escala y complejidad.
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Perspectivas de la desigualdad y la democracia en América latina

Las desigualdades en América Latina obstaculizan el ejercicio de derechos,  el acceso al poder y a los recursos económicos, así como el disfrute de bienes públicos. Los procesos de explotación económica y de exclusión social, así como la acumulación de ventajas que las generan, se sostienen de creencias y representaciones sobre la igualdad, que establecen lo que es justo o no, en determinada distribución. Asimismo, las distintas percepciones sobre la desigualdad mantienen interdependencia con los valores y concepciones sobre la libertad, la igualdad y la participación política que en conjunto, configuran los rasgos de la cultura democrática. Esto quiere decir que los recursos simbólicos imbricados en producción de desigualdades y en las formas de encararlas, se expresan en prácticas que contradicen, defienden o transfiguran los valores de la democracia. De ahí que, la desigualdad no pueda entenderse al margen de los procesos que la producen (Godwin et al. 2000: 420).

La apropiación, distribución de recursos, bienes y derechos, son formas de hacer política donde lo simbólico y lo subjetivo también cuentan. Los ejercicios políticos a través de los cuales se asignan recursos y se aceptan o rechazan esas asignaciones, dependen de la especificidad de los criterios de justicia, que casi siempre entran en contradicción con los valores democráticos de igualdad y libertad. Es decir, “las desigualdades dependen de las representaciones que se hacen los actores económicos, políticos y sociales, de lo que es justo y de lo que no lo es, de las relaciones de fuerza entre esos actores y de las elecciones colectivas que resultan de ello” (Piketty, 2014:36). 

Por otro lado, la desigualad en América Latina ha disminuido, según la CEPAL (2014:22) a principios de la década de 2000 en la mayoría de los países de la región se inició un proceso de reducción de la desigualdad que aún se mantiene
. No obstante, 49.6% de los latinoamericanos considera que ésta aumentará, 28.1% que seguirá igual y 20.2% que disminuirá (Jalisco Cómo Vamos, 2013:22). La disminución de la desigualdad no muestra estructuras sociales más igualitarias, así lo expresan los latinoamericanos, quienes en su mayoría (77.8%)  identifican la estructura social en la que viven con una amplia base constituida por población de estratos sociales bajos, seguida por capas muy delgadas de clases medias y por muy pocos en la cúspide, que corresponden a las clases altas (Jalisco Cómo Vamos, 2013:26).

Si bien mejoró la distribución del ingreso, ésta sigue siendo injusta para el 79% de los latinoamericanos (Cepal, 2014:114). En el marco de la disminución de la desigualdad y de las expectativas y percepciones que vienen en contrasentido, la democracia según la CEPAL, “ha llevado a nuevas preferencias electorales y a una mayor visibilización de las demandas sociales a las que los gobiernos responden con políticas de mayor vocación  redistributiva” (2014:75). Sin embargo, aunque existe un incremento gradual del gasto público en políticas sociales que  expresa  mayor atención de demandas por parte de las democracias de la región
, una entrevista realizada a líderes políticos y sociales revela que quiénes ejercen el poder en América Latina son los poderes fácticos, específicamente, grupos económicos, empresarios y el sector financiero (PNUD, 2010:146)
. Si el poder está fuera del Estado, entonces la capacidad de la democracia para distribuirlo es limitada. De este modo, los avances para mejorar la competencia política y las coberturas de las políticas sociales, contrastan con la concentración del poder tensando la existencia sustantiva de la democracia. El fortalecimiento de los poderes fácticos expresa la fuerte asociación entre la concentración de riqueza y concentración del poder, en donde la mayor apropiación del producto por los más ricos, es consistente con la distribución del poder político y económico (Cortés, 2012:87). Es decir, quien concentra riqueza, concentra poder y que el poder que de ahí deriva, compite con el que es delegado a los gobernantes en el proceso democrático (PNUD, 2010:160).

Desigualdades de poder y democracia

Los poderes fácticos controlan los temas distributivos y los eliminan de la agenda pública, su fuerza política muestra cómo “en todo sistema democrático existen dominios reservados, fuera del alcance del proceso democrático directo de la toma de decisiones” (Knight, 2007:343), como si “la discusión pública y el debate de ciertos temas provocaran que la democracia fuese incapaz de funcionar (Sunstein, 1999:355). De ahí que, la distribución de la riqueza esté vedada de las discusiones públicas y de las campañas electorales. Para quienes pertenecen al 1% de la población más rica, “la desigualdad es de esos asuntos de los que habría que hablar discreta y privadamente” (Stiglitz 2012:74). Esas discusiones y las decisiones políticas que de ella se desprenden, regularmente se toman en negociaciones secretas entre élites rivales, sobre la base de ayuda recíproca (Holmes, 1999:61). Se trata de los debates prohibidos de América Latina, es decir, de los debates sobre los orígenes de su pobreza y su desigualdad (PNUD, 2010:147). Problemas que se aíslan de la competencia política,  porque hablar públicamente sobre sus causas  trastoca la estructura de poder que las sostienen. Es así como el factor común en las plataformas políticas de los partidos, se distingue por la debilidad de las propuestas en términos de democratización del debate económico, por el cual los ciudadanos deberían elegir la organización económica y social que prefieren (PNUD, 2010:99).

Cuando el problema de la desigualdad se encausa de manera privada los ciudadanos pierden una parte de su membrecía a la comunidad política. “La configuración de comunidades políticas sostenidas sobre la base del principio de soberanía del pueblo y compuestas, por lo tanto, por ciudadanos libres e iguales entre sí (Macías, 2013:30) se diluye o en el mejor de los casos se fragmenta comprometiendo el valor democrático de la igualdad. 

Si consideramos que la igualdad posee una dimensión ciudadana referida al conjunto de derechos y obligaciones de los individuos, a la comunidad política de la que éstos forman parte, que es donde descansa el valor de la igualdad que proclama la democracia (Garretón, 2012:145-146), y observamos cómo las decisiones en materia distributiva son acaparadas por quienes concentran la riqueza, encontramos membrecías diferenciadas a la comunidad política condicionadas por la posesión de capital y la afiliación a ciertas clases sociales. Se trata de un ejercicio que determina “quiénes serán los sujetos legítimos para participar y bajo qué dinámicas, lógicas y criterios; evidenciando la disputa política sobre quiénes serán incluidos y excluidos en el proceso de conformación de una comunidad política (Maldonado y Martínez, 2012:112), que en democracia debería responder a los principios de inclusión e igualdad política. De ahí que, la desigualdad provoque que numerosos contingentes de la población tengan una relación tenue o inexistente con el Estado (Cepal, 2014:316).

Desigualdad y cultura democrática: visiones encontradas

El 83.7% de los latinoamericanos considera que es importante tener una menor brecha entre ricos y pobres para que la sociedad sea considerada como democracia (Jalisco Cómo Vamos, 2013:56). Una brecha que en la opinión del 80% posee un alto grado de conflictividad (Cepal, 2014:115) y a través de la cual, el 80.2% ve un fuerte conflicto entre empresarios y trabajadores (Jalisco Cómo Vamos, 2013:31), que sin embargo no desemboca en aspiraciones compartidas de igualdad. Cuando los latinoamericanos imaginan la sociedad en la que les gustaría vivir, 33.9% prefieren una en donde la mayoría de la gente esté ubicada en las clases medias, 28.5% se decanta por una en la que predomine la clase alta y haya muy pocas clases bajas, mientras que a 16.1% le gustaría una sociedad en forma de pirámide pero con poca gente hasta abajo. En contraste, 12.8% se inclina por una sociedad compuesta por un pequeño grupo hasta arriba, una mayor proporción de gente en medio y una aun más grande ubicada  hasta abajo,  y sólo 4.9% por una composición en la que exista un grupo pequeño hasta arriba, muy poca gente en medio y muchísima gente hasta abajo (Jalisco Cómo Vamos, 2013:27). Esto nos sugiere que aunque una proporción importante prefiere estructuras sociales más igualitarias, existen sectores que se inclinan por las más desiguales, resistiéndose a la igualdad y anteponiendo jerarquías sociales verticales que  justifican las desigualdades.  

Por otro lado, aunque los latinoamericanos perciben que el conflicto entre ricos y pobres es fuerte, la participación en protestas y manifestaciones públicas es baja, sólo 15% participa de ellas (Barómetro de las Américas, 2010:128). Se trata de actividades que cerca del 90% de la población no hace (Latinobarómetro, 2013:40). Suponemos que este conflicto no deriva en movilizaciones sociales, debido a que los latinoamericanos no perciben que éste genere desigualdad. En cambio, consideran entre sus principales causas el no tener suficiente educación (21.1%), ser pobre (18.4%), no tener conexiones sociales (10.5%) o ser mujer (6.8%) (Jalisco Cómo Vamos, 2013:40). Factores que responsabilizan al individuo de las desventajas que padece y deshabilitan el carácter social y colectivo de la desigualdad, desplazando el conflicto distributivo hacia capacidades individuales para alcanzar igualdad. Las tensiones políticas de los procesos generadores de desigualdades, son neutralizadas bajo el discurso de que la desigualdad, responde a situaciones en las que los individuos tomaron malas decisiones o no hicieron lo suficiente para merecer igualdad. 

La apuesta por invisibilizar los procesos que generan desigualdades, tiende a desincentivar la movilización política y la participación en torno a demandas de mayor igualdad. Aunque la democracia debería atenderlas profundizando su influencia en asuntos distributivos, no lo hace y sin embargo, sigue teniendo una amplia aceptación. Así por ejemplo, el apoyo que los latinoamericanos le otorgan pasó de 61% en el año 2000 a 87% en el 2013 (Latinobarómetro, 2013:8). Incluso pese a la crisis económica de 2008,  no existe una tendencia a la baja y tampoco hay evidencias de que se haya reducido el apoyo a la democracia (Barómetro de las Américas, 2010:41). Creemos que este comportamiento obedece por un lado, a la valoración histórica de las libertades civiles después del paso por dictaduras militares y gobiernos autoritarios y por otro lado, a la naturalización de las desigualdades que se atañen cada vez menos al mal desempeño de los gobiernos y más a la responsabilidad de los individuos. 

 Si bien la desigualdad no ha sucumbido el apoyo a la democracia, ésta tampoco ha incrementado la participación en organizaciones y movimientos sociales. En cambio, la participación electoral es más o menos la misma, es decir, las tasas de participación electoral se han mantenido relativamente estables en la mayoría de los países durante los últimos 10 años (PNUD, 2010:104). No disminuyeron pese a las dificultades económicas, a la desconfianza en los partidos políticos y a la baja satisfacción con la democracia. Así por ejemplo en el año 2000, 60% de los latinoamericanos manifestó estar insatisfecho con la democracia, proporción que se redujo en 2013 a 57% (Latinobarómetro, 2013:35). Asimismo, 37% declaró no tener ninguna confianza en los partidos políticos, e incluso el 57% de quienes les depositan confianza declaran que ésta es de bajo perfil (PNUD, 2010:102). 

En términos generales, las formas convencionales de participación política “no lograron entusiasmar a los ciudadanos en el proceso de consolidación de la democracia (Latinobarómetro, 2013:39) y sin embargo, el apoyo a la democracia ha venido en aumento, lo que nos sugiere que su valoración, no está enfocada en el régimen sino en experiencias participativas de menor escala. A saber, asambleas vecinales y comunitarias en las que el ethos libertario e igualitario, cobra mayor sentido a través de la experiencia cotidiana. 

Nuevos rasgos de la cultura democrática: el desplazamiento de la política formal 

Es probable que el ejercicio de la ciudadanía se esté desplazando de la política institucional hacia diversas instancias y núcleos de organizaciones sociales, locales y comunitarias con intereses muy diversificados (Krotz y Winocur, 2007:202). Su presencia nos devela la imbricación de la participación política en la vida cotidiana, a través de la cual se encaran las desigualdades. El alejamiento de la política institucional no es sinónimo de despolitización, sino de activación de formas alternativas de participación, que incursionan en espacios a donde la política institucional no  llega. En síntesis, el aumento del apoyo a la democracia en contextos de alta desigualdad, responde más a “las estrategias que producen cotidianamente los ciudadanos para sobrevivir a la incertidumbre y al temor, acciones que también son parte del ejercicio de la ciudadanía” (Krotz y Winocur, 2007:209), que a sus vínculos con la política formalmente constituida. 

Ante la concentración de riqueza y poder en ciertos actores, el desempeño de la política formal para resolver las desigualdades resulta insuficiente, de ahí el alejamiento con los poderes políticos, el repliegue de la participación convencional y la búsqueda de nuevas formas de hacer política, que suelen ser más defensivas que disruptivas, pues quienes participan en ellas “perciben con toda claridad los límites de las acciones que desarrollan; saben que hacen posible sostener ciertos niveles de sociabilidad, pero no afectan las pautas de integración social, económica ni espacial con el resto de la sociedad (De la Maza, 2002:239).”

Por otra parte, las soluciones a la desigualdad apuntan en direcciones contrarias al pensamiento de los latinoamericanos, debido a que muchos consideran la diferencia del ingresos como un incentivo, lo que revela un reto sociocultural para enfrentarla (Jalisco Cómo Vamos, 2013:45). Estas apreciaciones coinciden con quienes oponiéndose a una mejor distribución de la riqueza, aseguran que los incentivos son esenciales para conseguir que una economía funcione y que la desigualdad es la consecuencia inevitable de un sistema de incentivos, ya que algunas personas producen más que otras (Stiglitz, 2012:36). Probablemente por esta razón, 52.6% de los latinoamericanos piense que el factor más importante para reducir la desigualdad es la educación (Jalisco Cómo Vamos, 2013:48). Es decir, que le apuesten más al desarrollo de capacidades individuales para obtener beneficios, que ha fortalecer el sistema tributario y el cobro de impuestos, hechos que son fundamentales para la reducción de la desigualdad, a los que  sólo  11.1% de los latinoamericanos considera como opción. Ciertamente, a mayores niveles educativos es menor la incidencia de la pobreza. Según la Cepal (2014:72) las personas con educación secundaria avanzada o con educación terciaria exhiben tasas de pobreza que son un 26% y un 74% inferiores a las que se observan en el total de la población, respectivamente. Mientras que en personas con hasta tres años de educación, la incidencia de la pobreza es un 66% superior a la que se observa en el conjunto de la población. Sin embargo, pese a que elevar los niveles educativos de la población es un factor necesario para evitar la pobreza, no es suficiente para abatir la desigualdad de ingresos y riqueza. 
El modelo de la igualdad de oportunidades en democracia

Asistimos a un modelo con libertades enfocadas a la competencia meritocrática, donde la igualdad se alinea a la eficiencia individual en el mundo del trabajo, un espacio “donde se generan y perpetúan las desigualdades de las sociedades latinoamericanas, dado que allí las personas obtienen el grueso de los ingresos para los hogares (Cepal, 2014:326). La eficiencia es utilizada “como fondo consensual para la evaluación que determina si una persona es reconocida como ciudadano (Souza, 2006 citado por Damm, 2011:196). De ahí su contradicción con la democracia, pues la eficiencia condiciona la igualdad estableciendo una dependencia instrumental entre posesión de habilidades y posesión de derechos, que refuerza la desigualdad. Aunque, sabemos que “los recursos no se asignan en función de la eficacia, sino de otros criterios, como por ejemplo, mantener el poder de los que ya lo detentan (Levy y Walton, 2009: 16). 
El modelo impulsado por los defensores del mercado y reforzado por el repliegue del Estado, promueve vinculaciones mínimas de los individuos con cuestiones distributivas y con la política como instrumento para procesarlas. De ahí que el voto más que ser el mecanismo político a través del que se agregan intereses y demandas sociales, sea un ejercicio para rotar elites partidistas. Del resto de los mecanismos de participación en la región, muchos “se quedan en simples formalismos, ya sea por un entramado institucional aun centralista y engorroso, ya sea porque los espacios de participación son copados desde el gobierno nacional” (Berthin, 2012:54), y porque “todavía existen prácticas autoritarias, clientelistas y renuentes al pluralismo” (Panchifi, 2002:42). 

Pactos por la igualdad: perspectivas para la solución a la desigualdad
Aunque en América Latina la desigualdad se redujo, no se atribuye al desarrollo de mayores capacidades laborales o a la eficiencia productiva de la región, sino a una reducción de la brecha salarial entre los trabajadores calificados y de baja calificación y en menor medida, a un aumento de las transferencias del gobierno a los hogares de menos ingresos (Cepal, 2014:75)
. Poco podemos atribuir el descenso de la desigualdad a la democracia. De hecho la reducción de la desigualdad en el mundo, es el producto caótico de las guerras y los choques político-económicos provocados por éstas y no por la apacible racionalidad democrática o económica (Piketty, 2014:300), pues en épocas de convulsiones económicas, crisis políticas y guerras, tiende a cambiar el pacto de dominación, no sólo en cuanto a los sectores sociales que lo conforman, sino también en sus poderes relativos, lo que sería equivalente a la anotación que en esas circunstancias tiende a disminuir la participación relativa del capital (Cortés, 2012:83).
Estos pactos permanecen al margen del Estado y sus características nos son democráticas, básicamente son pactos entre élites, a los que es necesario oponer pactos redistributivos en donde “el actor privilegiado para realizar tal redistribución es sin duda, el Estado” (Garretón, 2012:153), orientado hacia “la primacía del interés general y la provisión de bienes de interés público, la confluencia en torno a una visión estratégica concertada, y la restitución del pleno valor de la política” (Cepal, 2014:311) como instrumento distributivo. Un ejemplo es el pacto fiscal, que enfrenta la resistencia de los latinoamericanos a pagar impuestos y su propensión a la evasión fiscal, especialmente, la de los ricos que “ya no quieren pagar por aquellos que no parecen contribuir a la riqueza colectiva: la pobreza de los unos ya no contribuye más a la riqueza de los otros, porque los pobres son desempleados y excluidos antes que explotados (Dubet, 2011:43). Y porque además “tienen suficientes recursos para prescindir del uso de servicios públicos, lo que suele despertar sentimientos contrarios a la financiación de bienes públicos por medio de la redistribución y la tributación (Alvaredo y Piketty, 2011:112). 
Alcanzar la igualdad implica frenar las inercias culturales que erosionan la solidaridad entre clases sociales, aspectos subjetivos y simbólicos que regularmente no atienden las políticas públicas y que sin embargo, son fundamentales. Sobre todo si tomamos en cuenta que los estigmas sobre la población en desventaja deterioran su dignidad e identidad. De ahí que, todo pacto requiera “el reconocimiento recíproco entre actores de igual dignidad, así como el reconocimiento de vulnerabilidades compartidas” (Cepal, 2014:70). Ese reconocimiento es un componente poco visible de la democracia y sin embargo, indispensable para la igualdad. Su ejercicio representa una alternativa para solucionar las desigualdades, en la medida en que puede aplicarse lo mismo en las interacciones sociales más cotidianas, que en las negociaciones políticas más relevantes. Las subjetividades son trascendentales en el momento de plantear soluciones a las desigualdades, pues de ahí nacen los criterios de justicia social que se utilizan en la asignación y distribución de recursos. Negar la dignidad, la identidad y el esfuerzo continuo de quienes acumulan desventajas, provoca que se naturalicen las desigualdades y es contrario a la democracia, pues se violan el principio de la igualdad esencial, tergiversando la identidad de los individuos de acuerdo con los intereses de otros grupos sociales, instituciones y organizaciones con mayor poder material y simbólico (Vasilachis, 2013:127). Este sistema simbólico de negación reiterada del otro, subyace a los impedimentos para ejercer derechos en la región, y es un rasgo histórico de ciudadanía incompleta en América Latina y una de las bases de la desigualdad en la región (Cepal, 2014:313). Para revertirlo hay que ver en el otro una expresión de lo que uno mismo es, o de lo puede llegar a ser. Es decir, hacer visible el componente solidario de la democracia: la igualdad de identidad y dignidad de las cuales ningún pacto puede prescindir.  
Consideraciones finales
Aunque el actor central para atajar las desigualdades es el Estado y la democracia, el mecanismo para la construcción de la igualdad, las percepciones de los latinoamericanos en materia distributiva son contradictorias. Si bien conciben injusta la distribución de la riqueza, a la par consideran que la desigualad es un incentivo necesario para alcanzar igualdad. La ambigüedad se hace evidente también, cuando identifican como altamente conflictiva la relación entre ricos y pobres y sin embargo, ésta no figura entre las principales causas de la desigualdad. Por otra parte, aunque la desigualdad disminuyó no existe una mejor distribución de la riqueza, y tampoco puede atribuírsele dicho descenso a la democracia. Asimismo, la reducción de la desigualdad no atrajo mayor participación política, que estaría evidenciando la capacidad de acción colectiva de los ciudadanos y la respuesta del sistema político para procesar sus demandas. 
Pese a la desigualdad el apoyo a la democracia creció, porque se valoran formas de participación política relacionadas con la vida cotidiana, a través de las cuales las personas construyen su ciudadanía. El desplazamiento de la política formal hacia esos espacios es producto de la desconfianza en las instituciones de gobierno, y también a que los problemas distributivos  son retirados de la agenda política por los poderes fácticos. Las contradicciones en las percepciones sobre la desigualdad, junto con las débiles orientaciones participativas complican las soluciones a la desigualdad, porque éstas requieren algo más que la voluntad de los actores políticos, cambiar las creencias y representaciones sociales sobre la desigualdad. Implica reconocer la dignidad e identidad de quienes están en desventaja y deshabilitar la idea de que la desigualdad es un incentivo para la movilidad social, mostrando su verdadero rostro: el de la explotación y la exclusión social. Las contradicciones entre la desigualdad y la cultura democrática evidencian la  complejidad  de “las percepciones individuales del mundo social – de relaciones sociales, de sistemas de clase, raza, de vecindario, organizaciones – que es filtrado a través de estructuras culturales que realzan ciertos aspectos y esconden o bloquean otros” (Lamont y Small, 2006), permitiéndonos comprender por qué las aspiraciones de igualdad comprometen posiciones cada vez más individualistas, moduladas por el bajo desempeño de los gobiernos para distribuir la riqueza, la desconfianza hacia los partidos, así como por la influencia del modelo de la igualdad de oportunidades que desdibujan las causas reales de la desigualdad. 
Aunque en comparación al resto del mundo los latinoamericanos resultaron anhelar más ingresos igualitarios (Jalisco Cómo Vamos, 2013:45), la estructura social ideal que proyectan no es la más igualitaria. Esto quiere decir que es necesario trabajar sobre las dimensiones culturales de la desigualdad y estudiar las limitaciones de la cultura democrática en la región, es decir, el alcance de las formas específicas que tienen los latinoamericanos de hacer política sobre asuntos como la distribución de recursos. El Estado enfrenta el reto de recuperar la confianza en las instituciones políticas, de incluir en la agenda pública los asuntos distributivos y de dignificar a la política como un instrumento útil a la sociedad. Mientras que ésta no ejercite el reconocimiento del otro como par, como individuo con igual dignidad y con derecho a una identidad positiva, será difícil destejar las múltiples desigualdades y traducir el valor de la igualdad que posee la democracia en actos concretos.    
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� Entre 2002 y 2013 el índice de Gini promedio cayó aproximadamente un 10%, de 0,542 a 0,486 (Cepal, 2014:22).


� La cobertura de los programas de transferencias condicionadas ha venido aumentando en los últimos quince años. En el año 2000 por ejemplo, este tipo de programas cubría sólo al 5.7% de la población en toda la región, mientras que en el 2012 la proporción creció a 20.3% (Cepal, 2014:34). Del mismo modo, se observa una trayectoria ascendente en el gasto social, en el año 2000 representó 15.2% del PIB, llegando en el 2011 a 19.2% (Cepal, 2014:54).  


� El PNUD realizó 240 entrevistas a dirigentes políticos y sociales de la región entre los que se incluyen 40 presidentes, vicepresidentes o personas que ocuparon esos puestos. El 79.7% de ellos coincidió en esa opinión.


�  La disminución de la desigualdad se refiere exclusivamente a los ingresos y no a la riqueza, que es siempre mucho más asimétrica y mucho más difícil de medir. De ahí que haya que tomar con precaución cualquier afirmación en ese sentido, pues los resultados del uso de esa clase de instrumentos, “contribuyen a dar una visión sesgada y falsamente tranquilizadora de la distribución de la riqueza” (Piketty, 2014:363).  
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